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Sobre: 
Alimentos locales 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Domínguez Irizarry, la 
Jueza Rivera Marchand y el Juez Salgado Schwarz. 

 
Rivera Marchand, Jueza Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 15 de diciembre de 2021. 

 

Comparece ante nosotros el Sr. Elvis Crespo Díaz Amador 

(peticionario) y solicita la revocación de la Orden emitida y notificada 

el 2 de noviembre de 2021 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de San Juan (TPI o foro primario).1 Mediante su dictamen, el foro 

primario dispuso: “Cumplan las partes con las Reglas de 

Procedimiento Civil”. 

Adelantamos que, por los fundamentos que expondremos, 

procede la desestimación del recurso. Veamos. 

I.  

El peticionario presentó una solicitud urgente2 ante el foro 

primario con el propósito de ser relevado de la obligación alimentaria 

para beneficio de su hijo Elvis Lee Crespo González (alimentista), 

quien advino a la mayoridad el 16 de octubre de 2021. En respuesta, 

el TPI notificó una Orden el 22 de octubre de 2021 mediante la cual 

relevó al peticionario del pago de dicha pensión alimentaria.3  

 
1 Apéndice, pág. 29. 
2 Apéndice, págs. 1-3. 
3 Apéndice, pág. 4. 
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En desacuerdo, el 26 de octubre de 2021, el alimentista, 

Crespo González, presentó un escrito titulado Moción en Solicitud de 

Reconsideración de Relevo de Pensión Alimentaria, en Solicitud de 

Alimentos para Continuar Estudios y Traslado de Caso a Foro 

Competente.4 Allí, arguyó ser acreedor de que el peticionario 

continúe proveyéndole pensión alimentaria. Lo anterior, 

fundamentado en que cursa estudios universitarios en Syracuse 

University, en el estado de Nueva York, los cuales comenzó mientras 

era menor de edad y los ha continuado ininterrumpidamente con un 

índice académico satisfactorio. Además, solicitó el traslado del caso 

al Municipio de Ponce por ser este su domicilio. 

Separadamente, la Sra. Lisoannette M. González Ruiz 

(recurrida), madre del alimentista, solicitó al TPI reconsiderar su 

dictamen de 22 de octubre de 2021.5 En particular, instó al TPI a 

dejar sin efecto el relevo del peticionario al pago de pensión 

alimentaria a favor del alimentista, ordenar al peticionario notificar 

adecuadamente al alimentista sobre su solicitud de relevo, celebrar 

la vista evidenciaria correspondiente y decretar el pago de la pensión 

alimentaria a favor del alimentista para los meses de octubre y 

subsiguientes. 

 Por su parte, el peticionario se opuso a los argumentos de los 

recurridos.6 Arguyó que la recurrida carece de legitimación activa 

para comparecer en representación de los intereses del alimentista 

luego de haber perdido la patria potestad sobre él cuando advino a 

la mayoría de edad. Añadió que es el propio alimentista el llamado 

a demonstrar las circunstancias que lo hacen acreedor de los 

alimentos que reclama. 

 
4 Apéndice, págs. 5-9. 
5 Apéndice, págs. 10-13. 
6 Apéndice, págs. 14-17; Moción en oposición a reconsideración. 
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En respuesta, el TPI emitió y notificó una Resolución7 el 29 de 

octubre de 2021 mediante la cual reestableció la pensión de 

$2,400.00 a favor del alimentista, efectivo el 1 de noviembre de 

2021. Además, concedió cinco (5) días al peticionario para 

expresarse en torno a la moción del alimentista. Por último, concedió 

a las partes un plazo de sesenta (60) días para llevar a cabo el 

descubrimiento de prueba.   

En reacción a lo anterior, el 1 de noviembre de 2021, el 

peticionario presentó Urgente Moción Informativa, Solicitando Orden 

y Reconsideración.8 Aseguró no haber recibido copia del escrito del 

alimentista presentado el 26 de octubre de 2021. Por tal razón, 

arguyó que se violentó el debido proceso de ley al no permitirle 

expresarse sobre la petición del alimentista previo a que el foro 

primario determinara restituir la pensión alimentaria de $2,400.00 

mensuales. Solicitó al TPI que ordenara al alimentista notificar copia 

de su moción, y le concediera al peticionario un término para 

ripostarla. En particular solicitó reconsideración sobre el dictamen 

emitido el 29 de octubre de 2021. Expuso que de no dejar sin efecto 

el pago de pensión alimentaria establecida, solicitó que la misma 

fuera sufragada en partes iguales entre ambos padres de manera 

provisional hasta tanto culminara el descubrimiento de prueba 

ordenado. 

En atención a la solicitud del peticionario, el 2 de noviembre 

de 2021, el foro primario emitió y notificó la Orden recurrida y, tal 

cual adelantamos, dispuso: “Cumplan las Partes con las Reglas de 

Procedimiento Civil”. Inconforme, el 2 de diciembre de 2021, el 

peticionario presentó el auto de certiorari de epígrafe y le imputó al 

TPI la comisión del siguiente error: 

Cometió error el Tribunal de Primera Instancia al disponer 

tácitamente de la solicitud presentada por el peticionario el 

1 de noviembre de 2021 para la reconsideración de la orden 

 
7 Apéndice, págs. 18-22. 
8 Apéndice, págs. 23-28. 
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de 29 de octubre de 2021 que reestableció la pensión 

alimentaria de $2,400.00 mensuales, que había sido fijada 

cuando el alimentista era menor de edad, sin haberle dado 

la oportunidad de expresarse en torno a la solicitud del joven 

alimentista, violentando así su derecho al debido proceso de 

ley y, además, disponer que únicamente el peticionario está 

obligado a prestar alimentos a su hijo mayor de edad, a pesar 

de que es una obligación que corresponde a ambos padres. 

Hemos examinado con detenimiento el recurso y los anejos 

sometidos por el señor Crespo Díaz y optamos por prescindir de los 

términos, escritos o procedimientos ulteriores “con el propósito de 

lograr su más justo y eficiente despacho”. Regla 7 (b) (5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7 (b) 

(5).  Resolvemos. 

II. 

A. Jurisdicción 

Reiteradamente nuestro Tribunal Supremo ha expresado que 

la jurisdicción es el poder o la autoridad que tiene un tribunal para 

considerar y decidir casos o controversias. Torres Alvarado v. 

Madera Atiles, 202 DPR 495, 499-500 (2019); Fuentes Bonilla v. ELA 

et al, 200 DPR 364, 372 (2018). Por consiguiente, el primer factor a 

considerar en toda situación jurídica que se presente ante un foro 

adjudicativo es el aspecto jurisdiccional. Torres Alvarado v. Madera 

Atiles, supra. Ello, pues los tribunales tienen la responsabilidad 

indelegable de examinar, en primera instancia, su propia 

jurisdicción, así como la del foro de donde procede el recurso ante 

su consideración. Íd. En ese sentido, han expresado que los 

tribunales debemos ser celosos guardianes de nuestra jurisdicción, 

por lo cual los asuntos relacionados con ésta son privilegiados y 

deben atenderse con prioridad. Íd. En consecuencia, al cuestionarse 

la jurisdicción de un tribunal por alguna de las partes o, incluso, 

cuando no haya sido planteado por éstas, dicho foro examinará y 

evaluará con rigurosidad el asunto jurisdiccional como parte de su 
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deber ministerial, pues éste incide directamente sobre el poder 

mismo para adjudicar una controversia. Íd. 

Un recurso prematuro, al igual que uno tardío, priva de 

jurisdicción al tribunal al cual se recurre. Íd. Ello, pues su 

presentación carece de eficacia y no produce ningún efecto jurídico, 

ya que en ese momento todavía no ha nacido autoridad judicial o 

administrativa para acogerlo. Íd. De ese modo, si el tribunal no tiene 

jurisdicción, solo resta declararlo así y desestimar la reclamación 

sin entrar en los méritos de la controversia. Íd. Es decir, procede la 

inmediata desestimación del recurso apelativo según lo dispuesto en 

las leyes y los reglamentos para el perfeccionamiento de estos 

recursos. A esos efectos, la Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83(C), faculta al foro apelativo 

a actuar por iniciativa propia para desestimar un recurso apelativo 

ante la ausencia de jurisdicción. La falta de jurisdicción es un 

defecto que no puede ser subsanado. Lozada Sánchez et al. v. JCA, 

184 DPR 898, 909 (2012). 

B. Moción de Reconsideración y su efecto interruptor 

Como es sabido, los incisos (a) y (b) de la Regla 52.2 de 

Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R.52.2, establecen que 

los recursos de apelación y de certiorari al Tribunal de Apelaciones 

o al Tribunal Supremo para revisar sentencias o resoluciones 

deberán ser presentadas en el término jurisdiccional de 30 días 

contados desde el archivo de copia de la notificación de la sentencia 

dictada por el tribunal apelado. Marrero Rodríguez v. Colón Burgos, 

201 DPR 330, 336 (2018). Por otro lado, el inciso (g) de la Regla 52.2 

de Procedimiento Civil, supra, R. 52.2(g), reconoce que el 

mencionado término de revisión judicial puede ser interrumpido por 

una oportuna solicitud de reconsideración presentada en virtud de 

la Regla 47 de Procedimiento Civil, supra, R. 47; Íd., pág. 337. 
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En términos generales, una moción de reconsideración 

permite que la parte afectada por un dictamen judicial pueda 

solicitar al tribunal que considere nuevamente su decisión, antes de 

recurrir al Tribunal de Apelaciones. Morales y otros v. The Sheraton 

Corp., 191 DPR 1, 7 (2014).9 La citada Regla 47 establece, en lo que 

resulta pertinente, lo siguiente: 

La parte adversamente afectada por una orden o resolución 

del Tribunal de Primera Instancia podrá, dentro del término 

jurisdiccional de quince (15) días desde la fecha de la 

notificación de la orden o resolución, presentar una moción 

de reconsideración de la sentencia. 

[…] 

La moción de reconsideración debe exponer con suficiente 

particularidad y especificidad los hechos y el derecho que la 

parte promovente estima que deben reconsiderarse y 

fundarse en cuestiones sustanciales relacionadas con las 

determinaciones de hechos pertinentes o conclusiones de 

derecho materiales.  

La moción de reconsideración que no cumpla con las 

especificidades de esta regla será declarada “sin lugar” y se 

entenderá que no ha interrumpido el término para recurrir. 

 

Una vez presentada la moción de reconsideración 

quedarán interrumpidos los términos para recurrir en 

alzada para todas las partes.  Estos términos comenzarán 

a correr nuevamente desde la fecha en que se archiva en 

autos copia de la notificación de la resolución 

resolviendo la moción de reconsideración.  

La moción de reconsideración se notificará a las demás 

partes en el pleito dentro de los quince (15) días establecidos 

por esta regla para presentarla ante el tribunal de manera 

simultánea.  El término para notificar será de cumplimiento 

estricto.   

(Énfasis nuestro) 

 

Como se sabe, uno de los cambios más significativos 

[introducidos por las enmiendas de las reglas de 2009] es relativo al 

efecto de la presentación de una moción de reconsideración 

oportuna y que cumpla con los requisitos dispuestos en la regla. 

Mun. Rincón v. Velázquez Muñiz y Otros, 192 DPR 989, 1000 (2015). 

Como adelantamos, en conformidad con la actual Regla 47 de 

Procedimiento Civil de 2009, supra, una vez se presenta una moción 

de reconsideración de manera oportuna y fundamentada, se 

 
9 Citando a Constructora Estelar v. Aut. Edif. Púb., 183 DPR 1, 24 (2011); Castro 

v. Sergio Estrada Auto Sales, Inc., 149 DPR 213, 217 (1999). 
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interrumpe el término para recurrir al foro apelativo intermedio. 

Morales y otros v. The Sheraton Corp., supra, pág. 8. Ese término 

comienza a decursar nuevamente desde la fecha en que se archiva 

en autos copia de la notificación de la resolución resolviendo la 

moción de reconsideración. Íd.10 No obstante, ese efecto interruptor 

no opera de manera aislada. Rivera Marcucci et al. v. Suiza Dairy, 

196 DPR 157, 167 (2016). Ello ocurrirá siempre y cuando se 

cumplan con los requisitos de fondo expuestos en la regla. Íd. 

III. 

En el presente caso, a solicitud del alimentista, el foro 

primario, mediante la Resolución de 29 de octubre de 2021, 

reestableció la obligación del Sr. Crespo Díaz de sufragar $2,400.00 

a favor del alimentista por concepto de pensión alimentaria, y a su 

vez, otorgó un breve plazo al peticionario para expresarse en torno 

a la moción del alimentista y concedió sesenta (60) días a las partes 

para realizar el descubrimiento de prueba. 

En cumplimiento con la orden del TPI y a modo de 

reconsideración, el peticionario, dentro del término que nuestro 

ordenamiento provee para ello, presentó su petitorio mediante un 

escrito intitulado Urgente Moción Informativa, Solicitando Orden y 

Reconsideración. En su moción, de forma específica y 

fundamentada, el peticionario instó al TPI a dejar sin efecto la Orden 

de 29 de octubre de 2021, en la cual se reinstituyó la pensión 

alimentaria por entender que se violó el debido proceso de ley al no 

brindarle la oportunidad de expresarse en torno al escrito del 

alimentista antes de reestablecer el pago de pensión alimentaria en 

controversia y no procedía como cuestión de derecho. Además, 

solicitó que el foro primario reconsiderara que el pago fuera 

impuesto en su totalidad a su persona, por lo que pidió que se 

 
10 Citando la Regla 52.2(e)(2) de Procedimiento Civil de 2009, supra, R. 52.2(e)(2); 

Plan Salud Unión v. Seaboard Sur. Co., 182 DPR 714, 719 (2011); Insular Highway 

v. A.I.I. Co., 174 DPR 793, 805 (2008); Lagares v. E.L.A., 144 DPR 601, 613 (1997). 
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modificara la cuantía equitativamente entre las partes, de forma 

provisional, pendiente la culminación del descubrimiento de prueba 

ordenado. Con ello, el peticionario expuso con suficiente 

particularidad y especificidad los hechos y el derecho que a su 

entender debían reconsiderarse. De esta forma y conforme la 

normativa aplicable, entendemos que interrumpió el término para 

recurrir en alzada ante esta Curia. 

Luego de examinar la moción del peticionario, la cual cumple 

con las especificidades de la Regla 47 de las Reglas de 

Procedimiento Civil, supra, el TPI emitió la Orden recurrida 

mediante la cual requirió de las partes dar cumplimiento a las 

Reglas de Procedimiento Civil. Entiéndase que, el foro primario se 

expresó de forma general sobre el deber de cumplir las reglas 

procesales o posiblemente se reafirmó en su orden sobre el 

descubrimiento de prueba. Sin embargo, nos resulta evidente que 

el TPI no atendió la solicitud de reconsideración oportunamente 

instada por el peticionario en torno a la pensión alimentaria 

restituida. En consideración a lo anterior, y nuestro deber de 

auscultar nuestra jurisdicción, como un asunto de umbral, 

colegimos que, hasta tanto el TPI no adjudique los planteamientos 

expuestos por el peticionario y considere nuevamente su decisión 

sobre la pensión alimentaria impuesta, los términos para recurrir 

en revisión judicial ante esta Curia no habrán de comenzar a 

decursar. Maldonado v. Junta de Planificación, 171 DPR 46, 58 

(2007). De manera que, nuestra intervención en esta etapa, sobre 

el caso y la controversia de marras, resulta prematura. Un recurso 

prematuro nos impide entrar en sus méritos por falta de 

jurisdicción.  

IV. 

En atención a lo previamente discutido, desestimamos el 

recurso instado por falta de jurisdicción ante su presentación 
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prematura y devolvemos el caso al foro primario para la 

continuación de los procedimientos.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


